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Integrantes de la dirigencia de la Asamblea Popular de los Pueblos de Guerrero 

decidieron aplazar las movilizaciones para respetar el acuerdo con el secretario de 

Gobierno, Armando Chavarría Barrera, que plantea formalizar una audiencia con el 

gobernador Zeferino Torreblanca Galindo para antes del 12 de este mes, donde 

solicitarán que cese la represión y solucione las demandas sociales; pero, en caso de 

incumplirles, ya tienen diseñado un plan de lucha. 

También demandaron a Chavarría Barrera que cumpla su palabra de que no habrá 

acciones legales por las protestas del pasado 2 de octubre por el 39 aniversario de la 

matanza de Tlatelolco. Estudiantes de Ayotzinapa, Nicolás Chávez Adame y Pedro 

Nava negaron la acusación de que ese día –en el que ingresaron otra vez a las oficinas 

de la SEG, donde forzaron las chapas de las puertas e hicieron pintas– sustrajeron 

documentación oficial y computadoras portátiles, como denunció Carlos Sotomayor, 

uno de los asesores del secretario de Educación, José Luis González de la Vega. 

En tanto, el dirigente de la Unión Campesina Emiliano Zapata, Arturo Hernández 

Cardona, manifestó que durante un encuentro que tuvieron con el encargado de la 

política interna, se comprometió a que antes del 12 de octubre les llamaría para que 

tuvieran una reunión con el gobernador, el compromiso fue que durante ese lapso no se 

ejecutarían órdenes de aprehensión contra líderes de organizaciones aglutinadas en la 

APPG, como Nicolás Chávez Adame, con una orden; Pedro Nava Rodríguez, dos; 

Cándido Félix Santiago, con tres órdenes más de la que ameritó su detención en días 

pasados, y de él, con una. 

La propuesta de trabajo que presentaron este miércoles para que sea abordada en la 

reunión con Torreblanca Galindo demanda que cese la represión que, según Hernández 

Cardona, sufren los líderes sociales que ahora enfrentan órdenes de aprehensión, 

solución a demandas sociales, como las 95 plazas para los egresados de Ayotzinapa, el 



pago de salarios retenidos al magisterio disidente y la reapertura y asignación de 

maestros para escuelas de Costa Chica y La Montaña. 

Comentó que de incumplir el acuerdo, la dirigencia ya tiene un plan de acción: “hay 

varios escenarios, que van desde que nos detengan antes del encuentro, se respeten los 

acuerdos o se continúe con la lucha, que podría generar en Guerrero una combustión 

mayor”. 

Dijo que han decidido respetar el acuerdo y fijar una postura de respeto del plazo, sin 

movilizaciones; no obstante, indicó que de ahora en adelante éstas dependerán del 

proceder del gobierno. 

El dirigente de la UCEZ subrayó que el acuerdo con Chavarría Barrera se dio después 

de las acciones de protesta que llevaron a cabo en la SEG. 

Sobre las acusaciones de Carlos Sotomayor, uno de los asesores del secretario de 

Educación, de que estudiantes de Ayotzinapa, Nicolás Chávez Adame y Pedro Nava 

ingresaron otra vez a la SEG y sustrajeron documentación oficial y computadoras 

portátiles, el dirigente de la APPG reviró que quienes se roban el patrimonio de los 

guerrerenses son Silvia Ojeda y Sotomayor, a quienes la Secretaría de Educación paga 

desde sus más insignificantes gastos hasta los más onerosos, como estacionamiento, 

gasolina, alimentos, hoteles y viajes. 

Aseguró que este lunes exhibirán las facturas que tienen en su poder, en las que se 

aprecian los gastos que hacen y que la Secretaría paga, pero aseguró que no son 

documentos sustraídos de la oficina de Silvia Ojeda, sino algunos que ya tenían en su 

poder desde antes. 

Señaló que al parecer en la entidad la palabra de Chavarría no tiene valor, pues las 

decisiones que tienen que ver con el sector educativo las toma el grupo de la lideresa del 

SNTE, Elba Esther Gordillo, pues el secretario de Gobierno se había comprometido a 

que no habría acciones legales contra ellos, pero Sotomayor decidió otra cosa. 

Dijo Chávez Adame que la APPG tiene confianza en que se instale la mesa de diálogo 

con el gobernador Zeferino Torreblanca, como lo ofreció Chavarría en la negociación 

del 2 de octubre, después de la marcha y pintas en los edificios públicos. 



Esta es la primera ocasión que hay un ofrecimiento de que habrá diálogo con el 

mandatario, en el que han insistido desde que prácticamente comenzó este gobierno, 

antes de que se creara la APPG, la que precisamente surgió para articular la lucha de las 

organizaciones sociales. 

Chávez Adame confió en que sí se reunirán con el mandatario antes del 12 de octubre, 

para lo cual tienen una reunión un día antes en la que supuestamente detallarán las 

condiciones de este encuentro, con Chavarría. 

Según la agenda acordada, en la reunión se trataría lo relativo al desistimiento de la 

acción penal contra integrantes de las organizaciones sociales integradas en la APPG, la 

liberación del salario de los miembros de la Cerp-Ceteg y la demanda de plazas a los 

egresados de Ayotzinapa, solución al problema de las escuelas cerradas, reordenamiento 

de la SEG y la destitución de González de la Vega. 

Advirtieron las organizaciones de la APPG que si resulta una tomada de pelo el diálogo 

con Torreblanca, entonces acometerán medidas drásticas, como la toma definitiva y 

permanente de la SEG hasta que logren la destitución de González de la Vega. 

 


